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EL DERECHO DE CRÉDITO COMO 
" OBJETO DE PROTECCION PENAL 

El crédito es, 

a decir de muchos especialistas, un 

elemento dinamizador de la economía 

y de las relaciones sociales al permitir 

el tráfico de bienes y servicios, y la 

reasignación de los recursos. Es por 

esta razón, 

por ser la expresión del dinamismo del 

derecho de propiedad, que ha cobrado 

la suficiente importancia como para 

llegar a ser objeto de protección penal. 

En el trabajo que ahora presentamos, 

el autor hace una disertación sobre la 

naturaleza jurídica del crédito y de su 

obligatoriedad como objeto de protec-

ción del Derecho. Asimismo, encontra-

remos en él algunas reflexiones sobre 

las posibilidades de tutela de este bien 

jurídico a través del mencionado siste-

ma de control social. 
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1. INTRODUCCIÓN 

El derecho de crédito, en tanto que es una estructura 
jurídica a través de la cual se regulan las "operaciones de 
intercambio de bienes y servicios entre las personas".' tras­
cendente para la vida de los ciudadanos y el funcionamiento 
de la economía, ha adquirido enorme importancia para el 
derecho penal al punto que, de una u otra forma. se debate 
en el seno de la doctrina acerca de la necesidad de ampliar 
la protección que actualmente se le viene dispensando.' 

En la sociedad contcmporúnea, la actividad ecomí­
mica de los ciudadanos (compraventa de bienes a plazos. 
cheques, tarjetas de crédito, etc.), de las empresas lprb,­
tamos a corto y largo pla/,o, descuento de letras de cam­
bio, etc.) y del sector público de la economía (créditos a 
la exportación, a la implantación y equipamiento de in­
dustria de tecnología punta. etc.) gira en torno al crédito: 
afirmación escasamente necesitad•¡ de fundamento argu­
mental.' En las sociedades industriales cada vez son 
menos las transacciones abonadas por caja, o al contado, 
sustituidas por el recurso a instrumentos de pago. como 
el cheque, o de crédito. L·omo la letra de cambio. que 
presuponen un lapso de tiempo entre el compromiso de 
pago y su efectividad:" en suma, alguna suerte de opera­
ción crediticia.' Asimismo. se puede apreciar que lapo­
lítica internacional cstú vinculada directamente con el 
crédito, como es el caso de los problemas planteados por 
la deuda externa de los países del tercer mundo o las ayu­
das crediticias a los países del este, en su proceso de re­
conversión política-" 

Ct Torralba Soriano, V. "Lecciones de derecho ctvtl" Vol.ll Ed PPU, Barcelona 
1984. pp. 408; en la doctrina penal: Muñoz Conde, F. ·-oerecho penal" Parte espe­
cial. Ed T1rant lo Blanch, Valencia. 1990. pp. 323 
En opintón de Quintana Ripolles, esta protecctón del derecho de crédtto por parte 
del derecho penal vtene siendo ejercida desde épocas remotas. Cl Outntano 
Ripolles, A. "Tratado de la parte especial del derecho penal" T. 111. (puesta al dia 
por Garcia Valdés) Ed. Revista de derecho pnvado, Madnd. 1978. pp. 14 " la 
converstón deltncumplimiento de deudas en delito aparece claramente en Roma. 
a través de la institución de la "manus iniecto", básica del procedtmiento ejecutivo 
civtl romano En su forma más brutal, datando de las XII tablas y qutzá de época 
anterior, se trató de una acción eminentemente personal del acreedor sobre el 
deudor insolvente. " 
Sobre ello, véase: Ruiz Marco, F 'la tutela penal del derecho de créd1to" Ed1tonal 
Dilex. S L. Madrid, 1995. pp. 3 
Cf. Corrales Romero. J. y García-Barbón Castañeda, J. ··sociedades de financia­
CIÓn, leasing y factoring" Corporación financiera Hispamer, Madrid, 1991. pp 20 
Esta tendencia fue captada certeramente por R1pert cuando af1rrnó que: "el capitaliS­
mo ha convertido a los propietarios en acreedores" Cf. Ripert, A "Aspects jundiques 
du capitahsme modeme'". París, 1946. pp. 124, crtado por V1cent Chulia, F. "Compen­
dio crft1co de derecho mercantil' T 11. Ed Bosch. Barcelona. 1990 pp. 605 
Véase al respecto. Ruiz Marco, F. "La tutela penal del derecho de crédrto" Op cit pp 4 
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El tema se muestra más frondoso cuando 
apreciamos que fuera de nuestras fronteras se 
dehate la eventua l tipificación especial de de­
terminados comportamientos ilíc itos ejecuta­
dos mediante ta1jetas de crédito - fundamen­
talmente la utilización por el titular de la 
mism a por encima del límite pactado o el uso 

ilegal de la tarjeta, por un tercero, para acce­

der a los caJeros autom;i ticos-.7 En estas con­

ductas aparecen involucradas dos manifesta­
ciones del derecho de crédito cuya protecci<Ín 
penal resulta discutida (y discutihle ). La ver­
ti ente sus1an1iva: derecho de la entidad emi­
so ra frente al titular de la tarjeta. esto es, e l 
derecho a la devoluci(ín de las cantidades pres-
tadas: y la instrummwl: tutela del propio ins-
trumento de crédito (la tmj eta) ' 

En la medida en que cada día el "crédito" se nos mues­

tra como elemento central de la vida económica , pl an tea al 
derecho penal el prohlema de su protección:'' ¿qué es lo 

que se protege'' es decir, ¡,cu¡íl es el hienjurídico~ ¿cómo se 
protege·¡ O lo que es lo mismo, ¿a través de qué tlguras 

delictivas se presta tutela penal a los derechos de crédito y 
t.k qué modo aparece configurado el sistema de sanciones? 

Estas interroga nt es se ace ntúan desde el plano 
rnlíti co-criminal. tornándose la prohlemática más com­
pleja. La determinación de las esferas del derecho de cré­
dito que son objeto de protección penal, la estructuración 
de las concretas formas de protección (tipos legales) y la 

precisiún de las sanciones más idóneas, son los temas que 

co rres ponde resolver en la ac tualidad a la política crimi­
nal a la luz de la fun ciún hüsica del derecho penal y de los 

princi pios que lo delimitan. 
En la lúrmulac i\Ín legisl ati va de la pro tección penal 

del derecho de crédito la mayoría de códigos penal es dis­
tinguen al derecho de crédito en sus dos manifestaciones , 
una e stric tamente patrimonial y otra vinculada al sistema 
cred iti cio. esto cs. co mo elemento del orden económico; 
en tal virtud , la protección de esta instituci ón jurídica pro­

viene desde los delitos contra e l patrimonio y desde los 

delitos contra el orden sociocconómico.'" Esta de limita­
ciún trae consigo. co mo hien destaca Rui z Marco." las 

dificultades ele apreciar e n los derechos de crédi to un inte­
rés único , pues se ha de reconocer un carácter individual, 
lo que remite , para su tutela , al campo de los trad icionales 

delitos contra el patrimonio, y una naturaleza comunita­
ria, a tra vés de figuras de li ct ivas tales corno el fraude fi­
nanciero (a rl. 247" del C. P. ). 12 

Esta va riedad de criterios respecto de la protección 
del derecho de crédito no ha permitido desarrollar una efec­

tiva protección penal de los instrumentos mús usados para 
la ohtención de crédito como, por ejemplo, el descuento 
de le tras de camhio que , como es sabido, en la actual le-

Respecto al primer comportamiento señalado. utilización de la tarjeta por encima 
del limite del crédito (!Cardado con la entidad emisora sin devolución del mismo.la 
polémica doctrinal y jurisprudencia! en otros paises se centra en la eventual aplica­
dOn a tales conductas del tipo de la estala. Véase: Romeo Casabona, C. ~la utili­
zación abusiva de las tarjetas de crédito" In: Actualidad penaL Nº 35, Madrid. 1987. 
pp. 1825 yss. En cuanto al segundo. empleo por tercero no autorizado de la tarjeta 
para obtener dinero de un cajero automático. tras la discusión, en el marco mas 
amplio de la defraudación por medios informáticos. sobre la virtualidad de los deli­
tos tradicionales de robo, hurto o es! ala. se ha optado. en Alemania, por la crea­
ción de un tipo, paragr. 263 a) StGB. denominado "estafa informática" o de 
computación. En el contexlo español. se ha equiparado en el art . 2311!, 3. 11 del 
PLOCP de 1994. a electos juridico·penales.las larjetas de crédilo y las "llaves" 
Sobre ello, véase: Ruiz Marco, F. "La tutela penal del derecho de cn~dito" Op.cit 
pp. to 
Hasta las normas penales que sancionan el homicidio tutelan ~objetivamente~ el 
derecho de crédito , dado que la muerte del deudor perjudica a su acreedor. 

10 Como destaca ta dictarían actual. uno de los principales cometidos del derecho 
penal económico es la tarea de dispensar protección al derecho de crédito, sobre 
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gislación penal no tiene un a pro tección específica. 
La revisión c rítica de la pro!ección penal del derecho 

de crédito debería empezar por e l análisis de di cho institu­
to en sí mismo, su contenido material, la natura leza de los 

intereses subyacentes y la función que desarrolla en la so­
c iedad actua l. 1' 

2. EL BIEN JURÍDICO PENAL "DERECHO DE CRÉDITO" 

En este apart<.~do nos ocuparemos de la deterrninación 
del ;í mbito del denominado derecho de crédito que es dig­

no de tutela penal, ello permitiní ohtener el crite rio decisi ­
vo para extraer del ordenam iento jurídico Jos tipos delicti­

vos que protegen las re laci ones sociales si llle tizadas'• en 
la categoría bien jurídico "derecho de c rédito". 

La palabra ·'créd ito" es objeto de múltiples acepcio­

nes, una aproximación a és tas nos permite apreciar que 
por crédilo puede entenderse como: el derecho que uno 

tiene a recibir de o tro alguna cosa, en el lenguaje usual 
como préstamo de dinero, como sinónimo de c redihili­

dad, de confianza.' ; Mientras que la expresión "sistema 
financiero o crediti c io '' responde a una realidad . socioe­

conómica y JUrídica, completamente distinta de las acep­
citmes mencionadas. Es manifi esta la conex ión existente 

en tre el crédito , en sentido económico , y el sistema credi ­

ticio, rrincipalmente por su rec íproc a inlluencia y la que 
los instrumentos de tute la de amhas instituciones dispen­
san al funcionamiento global del s istema; sm embargo, 
como bien destaca Rui z Marco, metodológica y concep­
tualmente conviene mantene r una c lara di st inción ent re el 
elemento (el crédito) y la es truc tura a través de la cual se 
ejerce la acti vidad (e l sistema crediticio), al menos a los 

efectos de anal iza r su protección penal."' 
Como cuestión preliminar, es conveniente señalar que 

en la génesis de cualquier manifestación crediticia siempre 
late una relación jurídica, en virtud de la cual una persona 

puede exigir de otra el cumplimiento de una prestación .17 

ello véase: Mazuelos. J Derecho penal económico y de la empresa: concepto. 
sistema y política crim inal. In 'Temas de derech o", N' 2, 1995. pp 39·53 

11 Cf. Ruiz Marco. F. "La tutela penal del derecho de crédilo" Op.crt . pp. 9. 
t 2 Delilo de fraude fin anc ie ro o lambien llamado 'eslafa de crédilo" (parag. 265 b) del 

código penal alemán) o "recurso abusivo al crédrto" (art. 218' de la legge fallimenlare 
del derecho penal italiano). 

13 En este sentido, Ruiz Marco, F. ~La tutela penal del derecho de créd~o" . Op.cit pp 
7. 

14 Véase Bustos. J. "Manual de derecho penal" Parte general. 3ra. Ed. Ariel, Barce· 
lona. 1989. pp. 55: "el bien jurídico es una sintesis normativa determfnada de una 
relación social concreta y dialéctica" 

15 Un análisis de estas acepciones puede encontrarse en Ruiz Marco. F. "La tutela 
penal del derecho de crédiio" Op.cit. pp. 12·15. 

t6 Cf. Ruiz Marco. F. "La tutela penal del derecho de crédiio" Op.cit. pp. 16. Como 
bien señala el citado aulor. desde el plano polilico criminal no se !rata. tan sólo. de 
dos perspectivas de una misma realidad: se trata. por el contrario, de dos realida­
des distintas, a las que no debe aludirse con el término equívoco: 'crédito'' 

17 Cf. Ruiz Marco. F. "La luiela penal del derecho de crédilo". Op.crt. pp. 10. 



PENAL 

La tensión dialéctica entre los 
aspectos individual y social amal­
gamados en los derechos de cré­

dito repercute significativamente 

en la ciencia del derecho penal; en 

la que se cuestionu, como hemos 
adelantado , no tan sólo el bien jurídico que protegen las 

vigentes figuras penales relaci onadas con e l derecho de 
c rédito en su manifestación estrictamente patrimonial o e l 
sis tema crediticio como elemento del orden económico," 
sino incluso hasta la propia ubicación sistemática de di­
chos preceptos en e l código. 

2.1. El derecho de crédito como elemento del 
patrimonio 
En su esfera individual, la pertenencia del derecho 

de crédito al patrimonio constituye opinión pacífica e n 

la doctrina' '' y es, por tanto, en ese ámbito en el que se ha 

precisado uno de sus elementos esenciales. el derecho 
del acreedor a la satisfacción en el patrimonio del deu­
dor, viendo en ello y, frente a los ataques más intol e ra­
bles, un interés susceptible y merecedor de protección 
penal. El acento se pone en el concepto jurídico de crédi­
to. considerado prevalentemente como un valor indivi ­
dual y de carúcter pa-
trimonial; la atenci(ln 

se centra en 1 a perso­

na, en el ámbito de sus 

facultad es jurídicas 
(individuales) y en su 

contenido económico 
(pat rimonial) 20 Es ta 
dimensión aparece 
como objeto de protec­

ción en los delitos de 
estafa y defraudación y 
se refiere al derecho 

que le corresponde al 

ac reedor para , en caso de incumplimiento , satisfacer su 
crédito en el patrimonio del deudor, con base en lo di s­

puesto en la legislación civil. 
Desde esta perspectiva, en opinión de Ruiz Marco~', 

la responsabilidad por los ataques al crédito se "suhjeti­
viza" , con lo cual la simple lesión objetiva causada por 

el deudor insolvente no acarrea la indiscriminada san­

ción pen al. Ello es producto de la transformación opera­
da , a su vez. en el derecho de créd ito con la proscripción 
de la prisión por deudas. La pena dej<~ de ser la respuesta 

al daño patrimonial causado por la falta de pago y su 

aplicación requiere que la ofensa sea fruto de unos he­

chos determinados que tengan una concreta conexión 
psicológica con el autor. 

La preponderancia del interés patrimonial en el marco 
del derecho de crédito ha de conducir también, por ser 

incuestionablemente e l patrimonio un valor secundario , 
por detrás de la vida, integridad física, libertad, etc., A 

que la intervención penal, sólo se justifique político-cri­
minalmente frente a conductas que produzcan una lesión 

efectiva del interés básico objeto de protección, es decir, 

18 Sobre esta dislinción, véase : Ouerall Jiménez, J. "Derecho penal español" Parte 
especial . Vol . ll. Ed. Bosch, Barcelona. 1987. pp. 430. 

19 Por todos. Cl. Lanzi. A. "La tutela penal del crédito". Ed. Cedam. Padova. 1979. pp. 
25. alirma que: "el crédito es un bien. y como tal . una porción del patrimonio del 
acreedor formando parte del mismo." 

20 Cl. Rutz Marco. F. "La tutela penal del derecho de crédito" Op.cit. pp. 97. 
21 Cf. Rutz Marco, F. "La IUtela penal del derecho de crédito" Op.cn . pp. 94 y 95. 
22 Cl. Ruiz Marco. F. "La tutela penal del derecho de crédito". Op.cit. pp. 117. 
23 Cf. Tiedeman. K. "Poder económico y delilo" Ed. Anel. Barcelona, 1985. pp. 43. 
24 Cf. López Rey y Arrojo, M. La criminalidad económíco-social en la política criminal 

del patrimonio. Tal les ió n efecti va , además, dada la natu­
raleza cuall[ificable del patrimonio, podrá constatarse ex­
terna y materia lmente a través de la disminución econó­
mica del mismo, en uno de sus elementos. 22 

Mención especial requiere la confianza y la buena fe 

en los negocios. Frente a la defensa del patrimonio en el 
sent ido amplio antes apuntado. y configurado como un 
interés estrictamente individual, se encuentra la defensa 
de la confianza social necesaria para e l trMi co comercial. 
Éste es el ámbito de protección que brinda el llamado de­
lito de quiebra, art. 209° y siguientes del Código Penal , 
c lás ico delito cont ra el derecho de c rédi to que ha dotado a 

éste de una dimensión colect iva. El delito de quiebra man­
tiene viva, precisamente, la discu sió n acerca de la natura­
leza individu al o supraindividual del bien jurídico dere­
cho de crédito. 

2.2. El derecho de crédito en su manifestación 
como sistema crediticio e instrumento del 
orden económico 
La esfera social del derecho de c rédito est<Í delimitada 

por medio de expresiones tales como "sistema crediticio", 
"institución social del cr0dito" e, incluso, "mercados del 

capital y crédito".'' El objeto a proteger no radica ya en el 
pat rimonio dcl indivi­

duo sino que, al modo 
carrariano, se fija direc­

tamente en la sociedad 

y, m<Ís en concreto. en 
e l runcionamiento del 
sistema económico2" y 
de los instrumentos de 
crédito. " E l valor rel e­
vante para t:l derecho 
penal ya no tiene sulün­
damento directo en la 
relació n jurídica qu e 
liga a dos sujetos y a tra-

vés de la cual se materializan y disciplinan las relaciones 
sociales de cooperación, sino en una est ructura de organis­
mos, privados y públicos. cuya función es "¡m~swr v pedir 
prestado "2 '' Se trata de la defensa del sistema crediticio 
como elemento del orden económico. 

El reconocimiento del s istema crediticio como ámbi­
to de protecc ión del derecho de crédito presupone la~ 
existencia de re laciones ohligacionales o de crédito, esto 

es, la parti cipac ión e n e l sistema crediticio. 27 

La noción de sistema linanciero crediticio se apoya en 

e l agregado de entidades (bancos, sociedades de financia­

ción, compañías de seguros, etc.) Que realizan esas funci o­
nes, los principios a los que aj ustan su actividad , la repercu­
sión que despliegan sobre las grandes variables socioeconó­

micas (consumo, demanda, inllació n, etc.) Y, en última 
instancia, sobre la vida cotidiana de los ciudadanos." 

Afrontamos, pues, la noción económico-es tructural 

del sistema crediticio , de dimen sión colectiva -y con ca­

racteres en todo diferentes de su concepto jurídico-, con 
hase en la cual algunos sectores de la doctrina, Cunda­

mentalmente e n Alemania, y a partir del proyec to alter-

de las Naciones Unidas.ln: "La reforma penal. Del itos socioeconómicos~. Ed. Bar­
bero Santos. M. Universidad de Madrid. Madrid. 1985. pp. 36 y 42. 

25 Cl. Olio. H. "Bargeldloser zahlungsverkehr und Strafrecht" Koln. Berlin. Bonn. 
Munchen. 1978. pp. 11. 

26 Cf. Cuervo Garcia. A. 1 Parejo Gamir, T. 1 Rodriguez Sainz, L. "Manual del sistema 
financiero". Ed. Ariel, Barcelona. 1989. pp. 18. 

27 Cl. Bustos, J. "Manual de derecho penal" Parte especial. Ariel. Barcelona. 1986. 
pp. 315. 

28 Cf. Ruiz Marco, F. "La tulela penal del derecho de crédilo". Op.cil. pp. 103. 
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nativo del 1977 (delitos contra la economía), han soste­
nido la existencia de un interés social susceptible y nece­
sitado de protección penal. Este interés, desvinculado del 
patrimonial, se concentra en el correctofitncionamiento 
del sistema crediticio, como elemento del sistema ceo­
nómico. El patrimonio se resuelve en un interés econó­
mico privado; por el contrario, en el funcionamiento del 

crédito parece implicada toda la sociedad, por lo que es 
"un interés de naturaleza colectira". 2~ Desde esta pers­

pectiva. se propuso. en el derecho alemán, la nueva tipi­

ficación de conductas que lesionan, o ponen en peligro, 
el bien jurídico de naturaleza supraindividual "sistema 
crediticio". tales como la denominada "estafa de crédi­
to" (Kredithetrug) o, el llam<tdo, "abuso camhiario" 
(Wechselsmisshrauch). En otros países. como Italia, apa­
reció renovado el interés doctrinal por viejas figuras de­
lictivas como el "recurso abusivo al crédito", del art. 218 
legge fallimentare, o la "mentira bancaria" (mendacio 

bancario), contenida en el art. 95 de la ley bancaria. 10 

Por otro lado, la componente "macroeconómica" del 

crédito comporta la configuración del bien jurídico-penal 
como de naturaleza colectiva o "universal", de lo que se 
infiere. en sede dogm;itica, la irrelevancia (o al menos, la 
no necesidad) del perjuicio patrimonial para la lesión del 
bien jurídico; y, sobre todo, la posibilidad de legitimar el 
recurso a la pena no súlo frente a conductas que puedan 
lesionar el sistema crediticio, sino también frente a las 
que, simplemente, lo ¡){)ngan en peligro, 11 con el consi­

guiente adelantamiento de las barreras punitivas, carac­

terística fundamental de la protección de los bienes jurí­
dicos colectivos.'' 

En las construcciones expuestas, tutela del derecho 

de crédito en el marco de la protección del patrimonio o 
tutela del sistema crediticio en el :ímhito de la protección 
penal del orden ccon6mico. pueden sintctizarsc, con to­

dos los riesgos que comporta condenar en pocas púginas 
un debate científico de cierta envergadura, las líneas de 
fuerza en torno a las cuales se polarizan las discusiones 
_¡urídico-penales sobre el derecho de crédito. Debate que, 
:1 su vez, forma parte del eje más importante de ese sec­

tor emergente del derecho penal, denominado derecho 

penal económico. 

2.3. El derecho de crédito: bien jurídico mixto 
En nuestra opinión, el derecho de crédito es un bien 

jurídico digno de protección penal por su doble condición 
de interés patrimonial y mecanismo de relación social. 
Ahora bien, ninguno de los dos intereses por sí solos, el 

patrimonial o el social, legitima el recurso a la sanci6n 
penal. La intervención del derecho penal debe fundamen­

tarse en algo mCts que la pura defensa de intereses econó­

micos privados, para cuya realización hasta el derecho ci­
vil patrimonial: por su parte, el interés colectivo, dada la 

abstracción que lo caracteriza y la falta de consecuencias 
reales de su lesión, requiere del efectivo daño patrimonial. 

Como bien destaca Ruiz Marco, 11 la relación jurídica 
de crédito, en abstracto; el sistema de expectativas que 

genera el valor que tiene en sí mismo como instrumento 
de cooperación social: no resulta lesionado (ni puesto en 

29 Cf. T1edemann. K. "Lecciones de derecho penal económico" Ed. PPU, Barcelona, 
1993 pp 36 

30 lo verdaderamente relevante del planteamiento "macrosocial". compartiendo la 
opinión de Rurz Marco, radica en que las conductas mencionadas no de desvalo­
nzan por su les1vidad para el acreedor, el banco prestamista o descontante (o, al 
menos. no es ello lo que constituye el fundamento de la punición). sino que -se 
sostiene- d1chas conductas típicas proyectan el ataque sobre el correcto funciona­
miento del sistema crediticio, como parte del orden económ1co, y, por tanto, afec­
tan directamente al conrunto de la soc1edad (bien jurídico supraindividual): razones 

El derecho de crédito como oh jeto de protección penal 

peligro) por ataques cuyo resultado no se plasma en un 
perjuicio patrimonial. Se requiere de una lesión tangible y 
mensurable que, en el caso del derecho de crédito, se ma­
nifiesta en una disminución del patrimonio causada por la 
salida de un elemento del mismo sin la equivalente con­
traprestación económica, o por los obstúculos puestos por 

el deudor para la satisfacción "ejecutiva" de la pretensión. 

Desde la perspectiva del Estado. las disyuntivas apun­

tadas poseen enorme significación para un gobierno dis­
puesto a llevar a cabo una determinada política económi­
ca, o más concretamente, una determinada política 

monetaria y crediticia, cuyos objetivos puedan ser impul­
sados con el apoyo del instrumento punitivo; y ello, pese a 
no ser ésa. en ab:o.oluto, la función del derecho penal. q El 
grado de seguridad jurídica de las normas, el ámbito de la 
autodctcrminaci6n individual y, en suma, los límites de la 
intervención penal, no son los mismos en uno y otro casos 

y, en ambos, acusan -si el sistema penal tiene un mínimo 

de coherencia-las consecuencias del carácter patrimonial 
o económico del modelo de protección del crédito adopta­

do por ellcgislador.'5 

3. PRINCIPIOS ORIENTADORES 

DE LA TUTELA PENAL DEL DERECHO DE CRÉDITO 

Principio de exclusión del mero incumplimiento: el 
simple incumplimiento de una obligación resulta im­
pune y la reacci6n del ordenamiento jurídico ha de 

contraerse a los instrumentos civiles y mercantiles. Este 

principio se encuentra recogido en el art. 11" del pacto 
internacional de derechos ci1·iles r políticos: "nadie 

podní ser encarcelado por el solo hecho de no poder 
cumplir una obligación contractual". Sin embargo, este 
principio no es tomado en cuenta por el legislador ni 
por la jurisprudencia, pues se sancionan determinados 
incumplimientos de obligaciones como estafas. apro­
piaciones ilícitas, libramientos indebidos, cte. 
Principio de lesión cféctiva del /Jien jurídico: princi­

pio general del derecho penal que nos informa acerca 
de que para poder afirmar el tipo de injusto se requiere 

de la lesión o puesta en peligro del bien JUrídico. En el 
caso del derecho de crédito se ha de requerir un con­

creto quebrantamiento económico, lo cual conlleva 
depr de lado todas aquellas conductas del obligado al 
pago contrarias a 1~1 buena fe o reprochables desde un 
punto de vista ético o, incluso, jurídico-civil. 
Principio de protección real: la existencia de meca­
nismos legales que procuren la reparación e indemni­
dad del bien jurídico. Esto cs. que una protección real 

y efectiva del bien jurídico derecho de crédito importa 
la reparación del concreto perjuicio en que, precisa­
mente, se ha plasmado la lesión. En tal sentido nues­

tro art. 93° del C.P. señala que la reparación compren­

de tanto la restitución del bien o. si no es posible, el 
pago de su valor, como la indemnización de los daños 

y perjuicios. 

por las que. sistemáticamente, tales infracciones se ubican entre los delitos contra 
la economía. Cf. Ruiz Marco, F. "La tutela penal del derecho de crédito". Op.cit. pp. 
105. 

31 Cf. Buslos, J. "Manual de derecho penal' Parte especral. Ariel, Barcelona, 1986. 
pp 310. 

32 Cf. Ruiz Marco, F. "La tutela penal del derecho de crédilo" Op.cil. pp. 120. 
33 Cf. Ruiz Marco, F. 'la lutela penal del derecho de crédito" Op.crl. pp. 136. 
34 Cf. Ruiz Marco. F. "La IUiela penal del derecho de crédrto" Op.cil. pp. 123. 
35 Cf. Ruiz Marco, F. "La tutela penal del derecho de crédrlo" Op.cit. pp. 123. 
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4. EL SISTEMA DE 

PROTECCIÓN PENAL DEL 

DERECHO DE CRÉDITO 

Precisadas las dos grandes 
áreas que conforman el derecho de 
crédito, estamos en condiciones de 

efectuar la selección de los tipos penales que, en el orde­
namiento jurídico nacional, dispcman directa e inmediata 
protección al derecho de crédito. 

La apreciación de aquellos delitos que protegen el de­
recho de crédito no puede basarse en una perspectiva ob­
jetiva, pues llegaríamos al absurdo de que este derecho 
podría verse tutelado por aquellos delitos que afectan la 
libre formación (y ejecución) de la voluntad, como los de 
amenazas y coacciones, siempre que el impulso interno de 
la conducta fuere dirigido a obtener la cancelación de una 
deuda; igualmente sucedería en los delitos contra el patri­
monio, robo, hurto y extorsión, cuando el objeto material 
lo constituyan títulos valores, escrituras o cualquier clase 
de documento representativo de un derecho de crédito o 
que posibilite jurídicamente su extinción. Obviamente ello, 
desborda la racionalidad de cualquier sistema, pues los 
tipos enumerados atienden directamente a la tutela de otros 
intereses cuya valoración, tratamiento científico y proble­
mática resultan en gran medida -por no decir, totalmente­
ajenos a nuestro objeto de estudio."' 

La protección penal que el derecho vigente otorga al 
crédito se verifica a través de los tipos penales vincula­
dos principalmente al patrimonio, tales como los de es­
tafa, art. !96° C.P., y defraudación, art. 197" C.P., que, 
desde el punto de vista del desarrollo temporal del dere­
cho de crédito, lo lesionan en la fase de nacimiento o 
constitución (conclusión del contrato); del delito de usu­
ra, art. 214° C.P., en la medida que lesiona el momento 
de la concesión del crédito. el condicionamiento de la 
entrega; los delitos de libramientos indebidos, art. 215" 
C.P. y falsificación ele documento de crédito, art. 427" 
C.P., en cuanto la acción se proyecta sobre los soportes a 
los que se incorpora el derecho de crédito; del tipo penal 
de la quiebra, art. 209° C.P., en cuanto se pretende ocul­
tar el patrimonio para eludir las consecuencias jurídicas 
de la responsabilidad frente al acreedor, impedir que éste 
haga crectivo sus derechos. 

La protección penal del sistema crediticio aparece vin­
culada con los delitos contra el orden financiero y mone­
tario, y tenemos los delitos de concentración crediticia, 
art. 244" C.P., se sanciona la aprobación de créditos u otros 
rinanciamicntos por encima de los límites legales en favor 
de personas vinculadas a accionistas de la propia institu­
ción; obtención fraudulenta de créditos, art. 247° C.P., se 
castiga la obtención de créditos mediante engaño o pro­
porcionando información o documentación falsa; condi­
cionamientos ele créditos, art. 248° C.P., se sanciona el con­
dicionamiento del otorgamiento ele créditos a la entrega 
por parte del usuario de una contraprestación indebida; 
desvío fraudulento de crédito promociona!, art. 251 o C.P., 
se reprime la aplicación o desvío fraudulento de un crédi­
to promociona! hacia una finalidad distinta a la que moti­
vo su otorgamiento. 

En estos comportamientos, como puede apreciarse, 
no aparece en primer lugar el patrimonio, sino el corree-

36 Sobre esta delimitación. véase: Ruiz Marco. F. "La tutela penal del derecho de 
crédito" Op.cit pp. 88-89 

37 Cf. Ruiz Marcos, F. "La tutela penal del derecho de crédito" Op.cit. pp. 226. 
38 Cf. Bajo Femández. M. "Derecho penal económico. Aplicado a la actividad empre­

sarial" Ed. Civitas. Madrid, 1978. pp. 75 
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to funcionamiento del sistema crediticio, lo cual no está 
vinculado a una persona aislada sino a la colectividad en 
su conjunto. 

5. EL SISTEMA DE SANCIONES 

EN LA TUTELA PENAL DEL DERECHO DE CRÉDITO 

Reconociendo que el derecho penal no tiene por mi­
sión la retribución del castigo a los infractores del ordena­
miento jurídico, sino que persigue fines trascendentes a la 
mera sanción como son la prevención general y la preven­
ción especial, revisemos a continuación como se configu­
ra el catálogo de sanciones en materia de protección del 
derecho ele crédito. 

En los delitos citados en el apartado anterior se dis­
pensa una protección al bien jurídico derecho de crédito 
desde la prescripción dc la pena privativa de libertad con­
juntamente con la de días-multa, salvo las excepciones de 
los delitos de estafa. libramiento indebido, quiebra (que 
trae la inhabilitación para ejercer la actividad comercial) y 
desvío fraudulento de crédito promociona!, en los que 
únicamente se prevé la pena privativa de libertad. 

Se ha cuestionado la eficacia de la pena privativa de 
libertad en materia de los delitos económicos, entendien­
do que la eficacia no debe de rdcrirse o, al menos, no tan 
sólo, a la vertiente represiva. sino, también, a los objeti­
vos de prevención de los atentados al crédito. 17 

En la prevención de la delincuencia económica _¡uega 
un rol importante la información. Con acierto señala Bajo 
Fernández, que cuanto mayor es el grado de información 
sobre los delitos económicos. menores son las posibilida­
des de los posibles delincuentes, de ahí que la sociología 
criminal haya otorgado especial importancia a los medios 
de difusión y comunicación de masas como modo de lu­
cha contra la delincuencia.'' 

En efecto, una fluida y precisa información sobre los 
efectos gravemente perjudiciales de los atentados al cré­
dito, contribuiní a una toma de conciencia por parte de la 
sociedad respecto al considerable daño económico y co­
lectivo, lo cual debiera aumentar el rechazo generaliza­
do y la censura ética a los comportamientos lesivos del 
crédito. En el plano individual la información permite 
incrementar el sentido de autorresponsabiliclad, ya que 
conociendo hechos anteriores relacionados con el com­
portamiento del deudor, disminuyen las posibilidades 
reales de ser sorprendido y, a su vez, la virtualidad de 
invocar presuntos fraudes, allí donde sólo haya negli­
gencia o mala gestión, por parte del "engañado". 

De otro lado, hay que recordar que el derecho penal 
es la última "ratio lcgis", que sólo debe intervenir, cuan­
do sea posible, tras otras sanciones de carácter adminis­
trativo, mercantil o civil. Este hecho se torna más evi­
dente en materia de protección del crédito, pues sus 
mecanismos naturales de protección provienen de los or­
denamientos civil y mercantil. En este orden de ideas, la 
pena privativa ele libertad ha de sancionar sólo aquellos 
comportamientos que no pueden ser prevenidos desde 
medidas cxtrapenales. ID&SI 
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